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Temas: 
RECONOCIMIENTO STATUS DE VÍCTIMA / EXISTE OTRO MEDIO DE DEFENSA JUDICIAL / CARÁCTER RESIDUAL DE LA ACCIÓN DE TUTELA / IMPROCEDENCIA. [E]l señor OMÁR JOSÉ MAYORGA agotó la vía gubernativa para procurar que la entidad estatal lo reconociera como víctima del conflicto armado, y al no hacerlo, se abría para él la posibilidad de acudir a la vía ordinaria por intermedio de la jurisdicción contenciosa administrativa para que se definiera el asunto, lo cual no hizo, y por el contrario concurrió ante el juez constitucional para que por medio de este mecanismo, preferente y sumario, se le conceda su reclamo, cuando es sabido que el tema debe ser debatido ante la jurisdicción ordinaria para que sea el juez natural, con inmediación probatoria y con ejercicio pleno del derecho de defensa y contradicción de la demandada, quien determine si le asiste o no razón en sus pretensiones. (….) Si bien el señor ÓMAR JOSÉ cuenta en la actualidad con 76 años de edad, esa mera situación no es suficiente para predicar que con la no inclusión como víctima en el RUV, se le genere un perjuicio irremediable, pues véase que no obstante que la Ley 1448 de 2011 entró en vigencia en junio 10 de ese mismo año, luego de su promulgación, el actor solo acudió a declarar sobre el hecho victimizante de homicidio aproximadamente 3 años después -en mayo 20 de 2014-, lo que implica que si tuvo la posibilidad de esperar que la UARIV resolviera su pedimento, en igual sentido podrá hacerlo mientras la jurisdicción ordinaria define el debate que se surtió, y el cual no puede ser resuelto por este acción preferente y sumaria. Y aunque el recurrente hace alusión en su recurso a las sentencias T-517 de 2014 y T-290 de 2016, se observa que los temas que fueron objeto de estudio por el máximo Tribunal Constitucional es totalmente diferente al aquí planteado, porque tales pronunciamientos obedecen a situaciones en que se han visto inmersas personas que se encuentran en condición de desplazamiento forzado y frente a tal aspecto la Corte Constitucional ha sido enfática en indicar que a éstos no se les puede negar su inclusión como afectados por el conflicto armado. Así mismo y en relación con la petición subsidiaria que hace el accionante, para que la UARIV le informe cuáles fueron  las razones por las que adoptó la decisión que negó su inclusión, es evidente que éstas deben estar debidamente consignadas en las resoluciones que así lo dispusieron, de las cuales a este trámite solo se allegó la inicial, pero no aquellas donde se estudiaron los recursos impetrados.
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                                                              Acta de Aprobación N° 744
                                              Hora: 1:40 p.m.
1.- VISTOS 

Desata la Sala por medio de este proveído la impugnación interpuesta por el señor ÓMAR JOSÉ MAYORGA, contra la sentencia proferida por el Juzgado Segundo Penal del Circuito de Pereira (Rda.), con ocasión de la acción de tutela instaurada en contra de la Unidad Administrativa Especial para la Atención y Reparación Integral de Víctimas -UARIV-.

2.- DEMANDA 

Del escrito arrimado por el señor ÓMAR JOSÉ MAYORGA se puede sintetizar lo siguiente: (i) tiene 76 años de edad y en el año 1965 se trasladó con su esposa e hijos a la vereda Alto Sano, corregimiento “La Gaitana” de Planadas (Tol.), a la finca de su señora madre para trabajar como campesinos; (ii) el conflicto armado siempre estuvo en la región, donde hacía presencia el frente 21 de las Farc; (iii) uno de sus hijos ARCESIO MAYORGA MAYORGA fue asesinado en agosto 25 de 1992, por lo que decidieron no vivir en dicho sector por la zozobra del conflicto armado; (iv) en razón a la muerte de su hijo en mayo 20 de 2014 declaró ante la Unidad de Atención y Orientación al Desplazado; (v) su descendiente falleció en zona de mucha violencia, donde mantenía dicho frente de las Farc y no fue solo su hijo quien murió a causa de ello, sino muchos los que de igual forma perdieron la vida; (vi) en mayo 27 de 2015 la UARIV decidió no incluirlo en el Registro Único de Víctimas -RUV- y no reconoció el hecho victimizante de homicidio, por las razones allí plasmadas; (vii) aunque a su hijo lo mataron sin tener amenazas, considera que a muchos los intimidan para hacerlos desplazar, pero a otros no, como le ocurrió a él, sin ser el único muerto de la región, y por ello faltó a la UARIV pedir el reporte a la Fiscalía o un informe detallado de la región, donde solo operaban las Farc; (viii) presentó recurso contra la decisión adoptada que no fue resuelto en oportunidad por lo cual interpuso tutela y la respuesta la entregaron al juzgado, donde también expresaron la no inclusión; (ix) no tiene recursos para instaurar una demanda contra dicha entidad estatal y para defender una causa que ellos no vivieron; y (x) no está de acuerdo con la no inclusión, pues no hacen un juicio de valor de su testimonio y lo sucedido en 1992, como tampoco se asesoraron de la fiscalía para decir qué pasó, ya que solo quienes fueron moradores de esa región son conscientes de ello.

Pide se tutelen sus derechos fundamentales, a una vida digna, mínimo vital e igualdad, y se ordene a la UARIV, se les incluya como víctima del conflicto armado por el hecho victimizante de homicidio; de manera subsidiaria reclama que se ordena a la UARIV que precise las razones objetivas por las cuales no se les registró en tal condición.

3.- TRÁMITE Y FALLO 

3.1.- Una vez admitida la demanda de tutela el juez de primer nivel corrió traslado a la UARIV,  la cual guardó absoluto silencio.

3.2.- Agotado el trámite a seguir en fallo de julio 7 de 2017 y dentro del término constitucional, la a quo negó la tutela impetrada, al considerar que no existe prueba alguna que permita establecer que la muerte del hijo del actor haya sido propiciada por miembros de las Farc y por ende no obra elemento para corroborar que el hecho victimizante de homicidio declarado tenga relación con el conflicto interno armado, situación ésta que fuera resuelta por la entidad demandada bajo los criterios establecidos para ello, lo que conlleva a determinar que la UARIV no desconoció sus derechos fundamentales. Frente a lo solicitado de forma subsidiaria, no se aprecia que el mismo haya elevado solicitud en tal sentido a la UARIV, y  mal haría el despacho dar una orden cuando no se aprecia vulneración del derecho fundamental de petición.

4.- IMPUGNACIÓN

El actor se muestra inconforme con la decisión adoptada, por lo siguiente: (i) solo quienes vivieron en la zona  pueden decir lo que allá ocurría, los empleados del Estado fueron al levantamiento de su hijo y solo se hacían presentes por situaciones de ésta índole, ni siquiera resolvían los problemáticas de la comunidad, para que ahora digan que los hechos ocurrieron de otra forma pero no explican cómo; (ii) contrario a lo dicho por la a quo, asegura que su hijo lo mataron las Farc, que no tenía ninguna amenaza y que en ese tiempo solo operaba el Frente 21, y al igual que su descendiente, muchos otros murieron y tampoco recibían amenazas,  sin que ello sea óbice para decir que no murió como víctima de dicho grupo; (iii) desconoce qué pruebas quiere el juzgado ni la UARIV, pues ninguna valoró las que arrimó, máxime que éstas son las que presentan todas las víctimas del conflicto, y lo único que faltó fue el certificado de la autoridad competente a que alude la Ley 418 de 1997, pero para ese tiempo a su hijo ya lo habían matado y fue en vigencia de la Ley 14448 de 2011 que elevó su reclamación; (iv) en esa región siempre estuvo la guerrilla con quienes tenían que coexistir; (v) frente a la petición subsidiaria, considera que ésta  se desprende de la inicial, donde se pide que la UARIV precise las razones objetivas por las cuales adoptó dicha decisión, pues allí se dijo que los hechos fueron por causas diferentes a los narrados, negación ésta que no debió hacerse solo con su declaración, sino porque se hizo una valoración completa de su caso, coadyuvado por las demás entidades que tienen que ver con el asunto, respecto de lo cual se tardó un año en resolver lo pedido, y (vi) si la UARIV tuvo en cuenta el sistema nacional de información donde reposan todos los casos de homicidio, desaparición o desplazamiento  por el conflicto armado, allí debería estar su hijo, pero si los datos son de tiempo posterior a su muerte éste no aparece y por ende tal sistema no fue bien valorado, sin apoyarse en la fiscalía al ser los únicos que conocen el expediente sobre el homicidio y los que podrían decir cómo eran las condiciones de la región para esa época.

5.- POSICIÓN DE LA SALA

Se tiene competencia para decidir la impugnación incoada contra el fallo proferido por el Juzgado Segundo Penal del Circuito de esta ciudad, de acuerdo con las facultades conferidas en los artículos 86 y 116 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591/91 y 1º del Decreto 1382/00.

5.1.- Problema jurídico planteado
Corresponde al Tribunal establecer el grado de acierto o desacierto contenido en la sentencia impugnada, en cuanto negó la acción constitucional elevada en contra de la UARIV por parte del señor ÓMAR JOSÉ MAYORGA. De conformidad con el resultado, se procederá a tomar la determinación pertinente, ya sea convalidando la decisión, revocándola o modificándola.
5.2.- Solución a la controversia
La acción de tutela ha sido por excelencia el mecanismo más expedito en materia de protección de derechos fundamentales, gracias a ella el Estado Colombiano logró optimizarlos y hacerlos valer a todos los ciudadanos sin discriminación alguna. 

En el presente caso, el señor ÓMAR JOSÉ MAYORGA concurre ante el juez constitucional, con el fin de lograr la protección de sus derechos fundamentales a la vida en condiciones dignas, mínimo vital e igualdad que estima vulnerado por la UARIV, al no haber dispuesto su inclusión en el Registro Único de Víctimas, a raíz del hecho victimizante de homicidio de su hijo ARCESIO MAYORGA MAYORGA, acaecido en agosto 25 de 1992 a manos de las Farc.
De conformidad con los artículos 154 de la Ley 1448 de 2011
 y 17 del Decreto 4800 de 2011
, la Unidad Administrativa Especial para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas -UARIV- es la entidad responsable del RUV, el cual reemplazó al Registro Único para la Población Desplazada -RUPD- 
.
El artículo 3° de la Ley 1448 de 2011 reconoce como víctimas, para los efectos de dicho estatuto legal, a las personas que individual o colectivamente hayan sufrido un daño como consecuencia de graves violaciones a los derechos humanos o infracciones al Derecho Internacional Humanitario, ocurridas con ocasión del conflicto armado interno. De igual modo, se especifica en el parágrafo 3° de dicha disposición, que la definición de víctimas allí establecida no cobija a quienes fueron afectados por actos de delincuencia común.

Así mismo el referido decreto define al RUV como “una herramienta administrativa que soporta el procedimiento de registro de las víctimas”.
 Además aclara que tal calidad es una situación fáctica que no se encuentra supeditada al reconocimiento oficial a través de la inscripción en el Registro. “Por lo tanto, el registro no confiere la calidad de víctima, pues cumple únicamente el propósito de servir de herramienta técnica para la identificación de la población que ha sufrido un daño en los términos del artículo 3° de la Ley 1448 de 2011 y de sus necesidades”
.

Tal situación es lo que ha llevado a la Alta Corporación Constitucional a señalar que el RUV es: “una herramienta de carácter técnico que no define u otorga la condición de víctima, sino que la reconoce para efectos de identificar a los destinatarios de determinadas medidas encaminadas a la protección específica, prevalente y diferencial de sus derechos
. Por ende, ha sostenido que la condición de víctima del conflicto armado interno genera el derecho a la inclusión en el RUV de forma individual o con su núcleo familiar
, en los términos del artículo 3º de la Ley 1448 de 2011”
.
De la situación fáctica planteada por el señor ÓMAR JOSÉ MAYORGA, se observa que su pretensión consiste en que se ordene a la UARIV, su inclusión y la de su núcleo familiar en el Registro Único de Víctimas -RUV- al que tiene derecho con ocasión del hecho victimizante de homicidio de su hijo ARCESIO MAYORGA MAYORGA, ocurrido en agosto 25 de 1992 a manos de las Farc, toda vez que al adelantar los trámites pertinentes se le negó tal inclusión mediante resolución 2014-564270 de agosto 13 de 2014 al considerarse que en el caso concreto “no hay soportes que brinden indicios de la injerencia del conflicto armado en la ocurrencia del hecho narrado, por lo que se concluye que las afectaciones sufridas no están amparadas por la ley 1448 de 2011”,   frente a lo cual interpuso recurso de reposición y en subsidio de apelación los que fueron resueltos en forma desfavorable para sus pretensiones.

De conformidad con la jurisprudencia constitucional, la tutela no procede cuando existan otros recursos o medios de defensa judicial, salvo que se use como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable, caso en el cual se debe demostrar la premura de la situación y la importancia del auxilio constitucional; es decir, que no puede utilizarse para evadir los procesos ordinarios o especiales contemplados de manera general por la ley, ni presentarse de forma concurrente. Al respecto, la H. Corte Constitucional en sentencia T-629 de 2008 expresó: 

“[…] 4.2 Partiendo del principio de subsidiariedad que caracteriza a la acción de tutela, la procedencia de esta vía judicial excepcional está supeditada al agotamiento previo de las otras vías judiciales ordinarias con que cuente el interesado, y que sólo ante la inexistencia o inoperancia de esas vías judiciales, es posible acudir a la acción constitucional para evitar la ocurrencia de un perjuicio irremediable.
 
“El sentido de la norma es el de subrayar el carácter supletorio del mecanismo, es decir, que la acción de tutela como mecanismo de protección inmediata de los derechos constitucionales fundamentales debe ser entendida como un instrumento integrado al ordenamiento jurídico, de manera que su efectiva aplicación sólo tiene lugar cuando dentro de los diversos medios que aquél ofrece para la realización de los derechos, no exista alguno que resulte idóneo para proteger instantánea y objetivamente el que aparece vulnerado o es objeto de amenaza por virtud de una conducta positiva o negativa de una autoridad pública o de particulares en los casos señalados por la ley, a través de una valoración que siempre se hace en concreto, tomando en consideración las circunstancias del caso y la situación de la persona, eventualmente afectada con la acción u omisión. No puede existir concurrencia de medios judiciales, pues siempre prevalece la acción ordinaria; de ahí que se afirme que la tutela no es un medio adicional o complementario, pues su carácter y esencia es ser único medio de protección que, al afectado en sus derechos fundamentales, brinda el ordenamiento jurídico”.[...]” (negrillas fuera de texto).

Así mismo ha predicado esa Alta Corporación que: “La regla general es que el mecanismo constitucional de protección no puede superponerse a los mecanismos ordinarios establecidos en el ordenamiento jurídico de forma que los suplante o que se actúe como una instancia adicional para debatir lo que ya se ha discutido en sede ordinaria. En particular, la Sala insiste en que esta regla general conduce a que en los procedimientos administrativos, la tutela no procede contra actos expedidos por una autoridad administrativa, pues para ello se han previsto otros instrumentos judiciales, sin embargo, sólo de manera excepcional esta acción procede transitoriamente cuando se compruebe la existencia de un perjuicio irremediable” 
.
Se deduce de lo anterior que si la parte afectada no ejerce las acciones legales o no utiliza los recursos establecidos en el ordenamiento jurídico para salvaguardar sus derechos presuntamente amenazados o vulnerados, la tutela no tiene la virtualidad de revivir los términos vencidos ni se convierte en un recurso adicional o supletorio de las instancias previstas en cada jurisdicción; es decir, la tutela no puede convertirse en un mecanismo alternativo, sustitutivo, paralelo o complementario de los diversos procedimientos judiciales, salvo que dichas vías sean ineficaces, inexistentes o se configure un perjuicio irremediable. 

Y para que se configure un perjuicio irremediable, éste debe ser inminente, grave y debe requerir medidas urgentes e impostergables, lo cual debe conllevar la inmediatez de la medida de protección.

Del estudio de la documentación aportada a este asunto, se observa que la UARIV, por intermedio del Director Técnico de Registro y Control de la Información, por Resolución 2014-564270 de agosto 13 de 2014 dispuso no incluir al señor ÓMAR JOSÉ MAYORGA, ni a su grupo familiar, en el RUV. Tampoco reconoció el hecho de homicidio de su hijo, al no lograrse evidenciar que el acontecimiento del que fue víctima se enmarque dentro del conflicto interno armado.
Contra dicha determinación, que resultó lamentablemente desfavorable para los intereses del actor, se interpuso recurso de reposición y en subsidio de apelación, al cabo de los cuales se confirmó la determinación como el accionante lo expresó, sin que éstas fueran aportadas al presente trámite para establecer cuáles fueron las consideraciones que allí se tuvieron en cuenta.

No obstante ello, lo que se aprecia, es que el señor OMÁR JOSÉ MAYORGA agotó la vía gubernativa para procurar que la entidad estatal lo reconociera como víctima del conflicto armado, y al no hacerlo, se abría para él la posibilidad de acudir a la vía ordinaria por intermedio de la jurisdicción contenciosa administrativa para que se definiera el asunto, lo cual no hizo, y por el contrario concurrió ante el juez constitucional para que por medio de este mecanismo, preferente y sumario, se le conceda su reclamo, cuando es sabido que el tema debe ser debatido ante la jurisdicción ordinaria para que sea el juez natural, con inmediación probatoria y con ejercicio pleno del derecho de defensa y contradicción de la demandada, quien determine si le asiste o no razón en sus pretensiones.

En criterio de la Corporación, al estar en discusión si la muerte del señor ARCESIO MAYORGA MAYORGA efectivamente lo fue a manos de un grupo alzado en armas, al parecer el Frente 21 de las Farc, como lo asegura el actor, el escenario no puede ser definido por el juez constitucional sino por las instancias judiciales ordinarias.
Si bien el señor ÓMAR JOSÉ cuenta en la actualidad con 76 años de edad, esa mera situación no es suficiente para predicar que con la no inclusión como víctima en el RUV, se le genere un perjuicio irremediable, pues véase que no obstante que la Ley 1448 de 2011 entró en vigencia en junio 10 de ese mismo año, luego de su promulgación, el actor solo acudió a declarar sobre el hecho victimizante de homicidio aproximadamente 3 años después -en mayo 20 de 2014-, lo que implica que si tuvo la posibilidad de esperar que la UARIV resolviera su pedimento, en igual sentido podrá hacerlo mientras la jurisdicción ordinaria define el debate que se surtió, y el cual no puede ser resuelto por este acción preferente y sumaria.

Y aunque el recurrente hace alusión en su recurso a las sentencias T-517 de 2014 y T-290 de 2016, se observa que los temas que fueron objeto de estudio por el máximo Tribunal Constitucional es totalmente diferente al aquí planteado, porque tales pronunciamientos obedecen a situaciones en que se han visto inmersas personas que se encuentran en condición de desplazamiento forzado y frente a tal aspecto la Corte Constitucional ha sido enfática en indicar que a éstos no se les puede negar su inclusión como afectados por el conflicto armado
.

Así mismo y en relación con la petición subsidiaria que hace el accionante, para que la UARIV le informe cuáles fueron  las razones por las que adoptó la decisión que negó su inclusión, es evidente que éstas deben estar debidamente consignadas en las resoluciones que así lo dispusieron, de las cuales a este trámite solo se allegó la inicial, pero no aquellas donde se estudiaron los recursos impetrados.

Igualmente y como así lo analizó la a quo, es indudable que si lo que reclama de forma adicional el señor ÓMAR JOSÉ MAYORGA es una explicación por parte de la UARIV de lo inserto en dichas resoluciones, lo que debió hacer es elevar petición en tal sentido para que la entidad le brinde la respuesta pertinente, pero en este asunto no se aprecia que éste haya obrado de tal manera y por ende, como también lo expresó la funcionaria de instancia, no sería procedente imponer una orden a la UARIV para que responda lo que exige el actor, cuando necesariamente debió presentar un requerimiento al respecto, mismo que a la hora de ahora brilla por su ausencia. 
En esos términos, la sentenciadora acertó en su determinación al negar el amparo, toda vez que el accionante cuenta con otros medios judiciales para obtener lo que pretende, además de no haber demostrado la existencia de un perjuicio irremediable que dé lugar a su procedencia como mecanismo transitorio, como tampoco que la UARIV haya vulnerado el derecho de petición cuya protección pidió de forma subsidiaria. 

Así las cosas y al considerar que la sentencia emitida por la funcionaria de primer nivel se encuentra ajustada a derecho, se procederá a su confirmación.

6.- DECISIÓN 

Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República, por mandato de la Constitución y de la Ley,  

FALLA

PRIMERO: SE CONFIRMA la sentencia proferida en julio 7 de 2017 dentro del presente trámite constitucional, por parte del Juzgado Segundo Penal del Circuito de Pereira.

SEGUNDO: Por secretaría se remitirá el expediente a la Honorable Corte Constitucional para su eventual revisión.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

Los Magistrados,

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
        JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

La Secretaria de la Sala,

MARÍA ELENA RÍOS VÁSQUEZ
� Ley 1448 de 2011. “Artículo 154. Registro Único de Víctimas. La Unidad Administrativa Especial para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas, será la responsable del funcionamiento del Registro Único de Víctimas. Este Registro se soportará en el Registro Único de Población Desplazada que actualmente maneja la Agencia Presidencial para la Acción Social y la Cooperación Internacional para la atención a la población en situación de desplazamiento, y que será trasladado a la Unidad de Atención y Reparación Integral a las Víctimas dentro de un (1) año contado a partir de la promulgación de la presente Ley”.


� Decreto 4800 de 2011. “Artículo 17. Entidad responsable del manejo del Registro Único de Víctimas. La Unidad Administrativa Especial para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas será la encargada de la administración, operación y funcionamiento del Registro Único de Víctimas.”


� En este sentido, la Corte Constitucional ha indicado que las reglas jurisprudenciales aplicables al Registro Único de Población Desplazada (RUPD) son trasladables a la inscripción en el Registro Único de Víctimas (RUV) (sentencia T-067 de 2013. M.P. Alexei Julio Estrada).


� Artículo 16 del Decreto 4800 de 2011.


� Artículo 16 del Decreto 4800 de 2011.


�  Sentencia T-004 de 2014. (M.P. Mauricio González Cuervo). En esta decisión, la Corte señaló que la inscripción en el Registro Único de Víctimas “es un requisito meramente declarativo y no constitutivo de la condición de víctima, en donde, a través de un trámite de carácter administrativo, se declara la condición de desplazado, a efectos de que las víctimas de este delito puedan acceder a los beneficios legales y a los diferentes mecanismos de protección de derechos, con carácter específico, prevalente y diferencial, para dicha población.” Igualmente, véase, entre otros: Sentencia T-290 de 2016 (M.P. Alberto Rojas Ríos); auto 119 de 2013. (M.P. Luis Ernesto Vargas Silva). 


�  Ver, entre otros: Sentencia T-290 de 2016 (M.P. Alberto Rojas Ríos); auto 119 de 2013. (M.P. Luis Ernesto Vargas Silva).


� Sentencia T-163 de 2017.


� Sentencia T-030 de 2015.


� Consúltese entre otras el Auto 119 de 2013 y la Sentencia T-556 de 2015 de la Corte Constitucional.
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